Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 1 minuto) 


SEÑORA PERCOVICH.- Para abordar el tema del día de hoy, propongo que se analice artículo por 
artículo. ¿Está de acuerdo, señor Senador Cid? 


SEÑOR CID..- Efectivamente, estoy de acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ingresar en la discusión particular del tema que nos convoca, 
deberíamos abocarnos a su discusión en general, porque aquí se han vertido, por lo menos, 
argumentos jurídicos, filosóficos y políticos acerca de los cuales sería conveniente tomar posición. 
También existen argumentos de oportunidad y de procedimientos, refiriéndome con esto a lo que 
podría ser un estudio un poco más a fondo de la temática, más allá del proyecto de ley. Personalmente, 
me ubico en esta actitud; no por tener presente -que lo tengo- el espíritu navideño y de vacaciones, 
dejo de pensar que se trata de una iniciativa que, más allá de su texto, compromete muchos principios 
y discusiones muy importantes. Esto, incuestionablemente, va a generar debates jurídicos, porque no 
dudo que los medios van a hacer algún alegato de inconstitucionalidad y se apoyarán en Justino 
Jiménez de Aréchaga, quien siempre defendió la tesis contraria a que el Estado marcara contenidos. 


De modo que me parece que primero deberíamos efectuar algunas consideraciones a ese 
respecto y definir, si ese es el ánimo de la Comisión, si seguimos hacia delante en este tema, es decir, 
si intentamos que esto se apruebe en lo que resta del Período. Este es un tema de decisión política de 
la propia Comisión o del Senado. 


En concreto, este es el planteo que quería hacer; no sé cuál es la idea de los demás 
miembros de la Comisión a este respecto. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, quiero decir que estuve presente en la sesión anterior y 
escuché todos los argumentos que se plantearon por parte de ANDEBU, los cuales me parecieron 
absolutamente contradictorios porque no creo que este proyecto choque para nada con los contenidos 
-lo que me parecería un exceso- sino que simplemente está promoviendo la producción cultural 
nacional. De hecho -y empleando las mismas palabras de quienes estaban representando, sobre todo, 
a los canales de televisión- quiero decir que falta muy poco en los medios privados para alcanzar el 
porcentaje de producción nacional que aquí se está exigiendo. 


En relación con los problemas jurídicos, me parece que también se cayó en una 
contradicción permanente, porque los principios que se deben respetar de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 2% no fueron nombrados para nada. Sin embargo, estos principios forman parte del 
articulado del Pacto de San José de Costa Rica que, dicho sea de paso, pocas veces son respetados 
por las emisiones de los propios canales privados y comerciales. Todo el tiempo recibimos quejas, no 
solo respecto de la calidad, que es muy discutible -la verdad es que ese aspecto es muy difícil de medir 
ya que depende de la cultura y de la opinión de cada uno, por lo que allí no habría que meterse- sino 
también sobre cuestiones éticas, como la libertad de expresión, la promoción de la diversidad cultural, 
el acceso democrático a los bienes culturales, la defensa de la dignidad humana, etcétera. Estos 
últimos son principios bien importantes que deben ser tenidos en cuenta por esta especie de 
ombudsman que se crea en el Instituto de Mediación Cultural. Cabe destacar que dicha figura se 
elegirá en el Poder Legislativo por una mayoría especial y debe reunir las características que se 
requieren para intermediar en las discusiones que existan en la materia. 


En consecuencia, creo que aquí se llenan todas las garantías y lo único que hace la ley es 
marcar mínimos para estimular la producción cultural uruguaya y afirmar valores de identidad. Este 
proyecto de ley está dando respuesta a un reclamo, no solamente de quienes concurrieron después de 
la delegación de ANDEBU -todos tienen interés porque forma parte de su trabajo y de su creación- sino 
también de todos los que oímos y vemos las emisiones que hoy están metidas en nuestras casas 
prácticamente todo el día. Me parece que aquí no hay nada que pueda coartar libertades de los 


canales privados que, recordemos, están usufructuando ondas públicas y, lo mínimo que podemos 
exigirles quienes somos sus dueños, es que tengan emisiones dignas y éticas; si nos vemos reflejados 
en ellas, mejor, porque está probado que las emisiones nacionales tienen mucho más rating que las 
demás y que a la gente le gusta verse reflejada en ellas. Entonces, reitero, no veo cuál es la resistencia 
permanente a la iniciativa, señalando que es jurídicamente incorrecta. Seguramente, después 
tendremos discusiones jurídicas; hemos aprobado una cantidad de leyes sobre las que luego vinieron 
las disquisiciones jurídicas cuando, en realidad, el esfuerzo está de acuerdo, en el fondo, con los 
objetivos de la ley. 


Considero, entonces, que sería una lástima que este proyecto de ley no fuera aprobado, ya 
que hemos venido discutiendo todos juntos sobre estos temas desde hace cuatro años. 


SEÑOR PENADÉS.- Creo que ninguno de los que estamos aquí reunidos tiene por qué demostrar su 
fe en defensa de la promoción y desarrollo de la cultura nacional a través de los medios de 
comunicación, y aclaro que no lo digo por lo que señaló recién la señora Senadora Percovich, ni mucho 
menos. 


En ese sentido, coincido con el objetivo planteado por la señora Senadora en toda su 
extensión, sin perjuicio de lo cual vuelvo a insistir en que este proyecto de ley es lo suficientemente 
importante -y, por ende, no voy a ingresar al fondo de la cuestión- como para tratarlo en este momento. 
Considero que no hay tiempo político como para darle la trascendencia que su análisis merece. Creo 
que podríamos llegar a cometer un grave error si fuera considerado en el Senado, no pasara a la 
Cámara de Representantes y se enviara al archivo hasta la próxima Legislatura. A mi juicio, creo que la 
mejor solución sería dejarlo en esta Comisión a fin de que en el próximo Período lo podamos analizar. 


En cuanto a las delegaciones que recibimos en la última sesión, destaco la intervención 
realizada, en nombre del Poder Ejecutivo, por la señora Ministra de Educación y Cultura, quien hizo 
una exposición general sobre el tema; el resto fue una disquisición de lo que cada uno, como persona, 
puede entender como buenas intenciones o no. Francamente, quedé bastante preocupado por las 
afirmaciones del señor Director Nacional de Cultura que, si bien fueron hechas en el mejor de los 
sentidos, deben ser motivo de inquietud por la bajísima calidad que lamentablemente hoy en día están 
mostrando los programas de televisión. Por su parte, también quedé muy preocupado por la 
intervención realizada por los representantes de ANDEBU. A este respecto, recién pregunté a la señora 
Secretaria de la Comisión si dicha Asociación envió el informe jurídico por escrito, tal como fuera 
acordado. Concretamente, me refiero al informe leído por el señor Presidente de ANDEBU e informado 
por su Asesoría Jurídica, que me gustaría leer en virtud de su contenido y de las afirmaciones sobre la 
posible inconstitucionalidad del proyecto de ley. Francamente, quisiera saber en qué se sustenta la 
argumentación de esta Asociación para sostener ese tipo de afirmaciones que, a mi juicio, fueron 
contundentes, no en cuanto a su contenido -que, reitero, desconozco- sino en sí mismas. Afirmar que 
para ANDEBU esta es una iniciativa inconstitucional y que en ella hay una equivocación en el criterio 
de la concepción por la que se otorgaban las ondas de radio y televisión en nuestro país -en ese 
sentido, citaron algunos ejemplos de Latinoamérica y del mundo- me lleva a decir que realmente me 
habría interesado que nos enviaran este informe y, por lo tanto, me sorprende que aún no lo hayan 
hecho. 


En definitiva, señor Presidente, considero que no hay tiempo suficiente como para tratar este 
proyecto de ley en la presente Legislatura, que no hay tiempo como para hacer respecto de esta 
iniciativa un trabajo en profundidad, serio y con argumentos que podamos sustentar con relación a los 
porcentajes que allí se establecen. La única consideración que me merece el proyecto de ley apunta a 
su argumento, en el sentido de que con un poquito más de producción se llegaría a cubrir los 
requerimientos legales. Esta es la demostración más cabal de que debemos continuar pensando este 
proyecto de ley más en profundidad. Digo esto porque no sé si realmente no tendremos que pensar en 
otra cosa en lugar de que la producción nacional que actualmente existe en los canales privados 
alcance ese “poquito más” -concepto utilizado por la señora Ministra de Educación y Cultura- hasta 
llegar a los límites que se manejan. Si nuestra idea es trabajar sobre la base de una televisión de 
calidad, con productos nacionales también de calidad, con la posibilidad de generar empleo, con una 
adecuada capacitación de los técnicos, con espacio para los actores y demás personas que se mueven 
en el mundo de la comunicación cultural, francamente, pienso que el porcentaje que se está 


destinando a través de este proyecto de ley puede resultar poco o mucho, según la calidad de los 
productos. 


El único motivo por el cual me gustaría que este proyecto de ley se aprobara ahora es de 
carácter personal. Me refiero a la presencia de la señora Senadora Percovich, que es la única que, 
lamentablemente, no va a volver a ocupar su banca en el próximo Período. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo tampoco, señor Senador. 
SEÑOR LONG.- Yo tampoco fui reelecto. 


SEÑOR PENADÉS.- Efectivamente, son varios los señores Senadores que no han sido reelectos, pero 
la señora Senadora Percovich ha puesto mucho cariño y preocupación en este tema. 


SEÑOR LONG.- Como en todo lo que hace la señora Senadora. 


SEÑOR PENADÉS.- Por supuesto que el resto de los señores Senadores también, pero la señora 
Senadora Percovich está muy entusiasmada con el trabajo realizado. 


Comparto los argumentos esgrimidos por el señor Presidente de la Comisión en el sentido de 
que sería bueno repensar este proyecto de ley en la próxima Legislatura y, en ese sentido, preferiría no 
aprobarlo. Por otra parte, la Cámara de Representantes no va a tratarlo, porque no hay tiempo para 
hacerlo y en el mes de febrero no se va a reunir para considerar este tema. Además, creo que sería un 
error que la iniciativa fuera a esa Cámara porque sus componentes no están en conocimiento del 
trabajo que se ha venido realizando, mientras que quienes vamos a seguir integrando esta Comisión 
podremos insistir en el tratamiento de este proyecto de ley en la próxima Legislatura. Como se ve, mi 
argumentación va dirigida a la forma y no al contenido, que me genera dudas, por lo que pediría que la 
Secretaría de la Comisión solicitara a ANDEBU el informe jurídico que sustenta las afirmaciones 
vertidas aquí hace unos días, que constituyen argumentaciones por lo menos dignas de ser leídas para 
tomar una posición definitiva. Quizás terminemos no compartiéndolas, pero recuerdo que la semana 
pasada, escuchándolas, llegué a pensar en la conveniencia de invitar a la Cátedra de Derecho 
Constitucional para que emitiera una opinión, ya que estamos hablando de medios de comunicación y 
de libertad de expresión, que no son temas menores. 


Por lo tanto, preferiría que este proyecto de ley quedara en esta Comisión del Senado, con el 
compromiso -supongo que del Partido de Gobierno, que seguirá teniendo mayoría- de tratarlo en los 
primeros meses del próximo año, a fin de que podamos abocarnos a él con la profundidad y la 
tranquilidad que el tema merece, y no con la celeridad con que lo tendríamos que hacer hoy. 


Por último, pido disculpas a los señores Senadores que no van a estar en la próxima 
Legislatura por haberme referido solamente a la señora Senadora Percovich. 


SEÑOR AGAZZI.- En oportunidad de tratar el proyecto de ley original, recibimos a cinco delegaciones: 
el Poder Ejecutivo, la Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos (ANDEBU), la Asociación 
Uruguaya de Músicos (AUDEM), la Asociación de Productores y Realizadores de Cine y Video del 
Uruguay (ASOPROD) y la Asociación General de Autores del Uruguay (AGADU). En realidad, en un 
principio obtuvimos una opinión global que incluyó aspectos muy importantes, de esos que no se 
discuten con frecuencia como, por ejemplo, cuál es el rol del Estado y de las empresas con respecto a 
la difusión de la radio, el cine y la televisión en el Uruguay. Reitero que no es frecuente escuchar una 
discusión sobre cuáles son los límites y los derechos que tiene cada uno de los actores, por lo que 
resultó muy bueno que eso se expresara aquí, más allá de la opinión personal de quienes nos 
visitaron. 


La posición de ANDEBU fue claramente disonante o, por lo menos, muy diferente a la de las 
demás delegaciones, que apuntaron, de una u otra manera y con distintos argumentos, a una 
conveniente intervención para garantizar, diría, una diversidad de ofertas. Creo que lo que quedó 


subyacente es que las empresas privadas, en algún sentido, limitan la oferta, porque funcionan en 
base a investigaciones de audiencia, que son las que indican los productos ofrecidos. Dichas 
investigaciones de audiencia, en realidad, son realizadas con el objetivo de lograr un beneficio 
económico, lo que es absolutamente lícito. Ahora bien; ¿cuáles son las consecuencias de esa actividad 
lícita? En realidad, más allá de las intenciones que tengan los actores, se limita la diversidad de la 
oferta, y tanto el Poder Ejecutivo como tres de los otros visitantes que hemos tenido en esta Comisión, 
hablaron a favor de mejorar esa diversidad, teniendo en cuenta el concepto de la defensa de la cultura 
nacional, no en el sentido de que esta iniciativa vaya a mejorar la calidad, sino en el de que, como bien 
explicó la señora Ministra utilizando un argumento muy fuerte, los consumidores van a ser libres 
solamente si tienen una oferta amplia para hacer su elección. Me parece que el argumento en virtud 
del cual se afirma que entre lo que se ofrece y lo que se demanda hay un ajuste automático, no es de 
recibo. Si esto fuera así, a los alemanes nunca les habrían gustado los discursos de Hitler, pero el 
hecho es que no escuchaban otros. 


Creo que estos son asuntos de fondo y los argumentos jurídicos que se dieron acerca de que 
el Estado no debe llevar a cabo -no recuerdo la palabra empleada y no quiero ser agresivo- una 
intromisión en los contenidos difundidos, constituye un aspecto muy delicado que merece ser analizado 
con cuidado. La señora Senadora Percovich recién decía que aquí no se trata de que el Estado 
seleccione contenidos o prohíba palabras, sino que se busca promover para que haya más diversidad. 


Considero que afirmar que esta iniciativa tiene un fin de censura es un exabrupto y mucho 
menos corresponde compararla con otras situaciones, tal como se ha hecho aquí en esta Comisión, 
aunque no se tuvo la intención de comparar a esta sociedad democrática con la de facto; puedo decir 
que este punto se aclaró expresamente porque hice una pregunta concreta en ese sentido. De todas 
maneras, me parece que realizar una afirmación de esa índole es pasarse mucho de la raya. Por su 
parte, el señor Inchausti comparó el tema de las ondas de radiodifusión con el del transporte colectivo y 
dijo que cuando se dicta un régimen de funcionamiento en el transporte público por parte de empresas 
privadas a través de concesiones y el Estado determina qué tipo de transporte público necesita y cómo 
quiere brindarlo, en los hechos está estableciendo una regulación. Este es, sin dudas, un argumento a 
favor de la participación del Estado en el sentido al que apunta la ley, que es el de mejorar el 
funcionamiento del sistema. 


Quiero decir que sobre este proyecto de ley ya tengo posición formada y estaría en 
condiciones de señalar que se ha trabajado mucho en esta materia, que se trata de una iniciativa 
conveniente para el país y que es de recibo apoyar a las gremiales que están necesitando un respaldo 
para ofrecer sus productos y para que, del mismo modo en que se ha desarrollado el cine y la 
publicidad -tal como afirmaron cuando concurrieron a este ámbito- se brinde la oportunidad de realizar 
más ofertas a través de la habilitación de espacios para la producción nacional lo que, de todas 
maneras, a mi juicio no mejora su calidad. Es evidente que se puede tener mucho más espacio sin que 
la calidad mejore, y probablemente esto se logre a través de otros carriles. Esta iniciativa no tiene ese 
propósito sino que, sencillamente, apunta a la promoción. Incluso, hasta sería discutible el hecho de 
que simplemente haciendo una promoción de esa actividad, se puedan lograr resultados favorables. 


Antes de discutir los detalles de las correcciones y los agregados que el Ministerio introdujo al 
proyecto de ley, me parece que deberíamos analizar lo planteado por el señor Senador Penadés en 
cuanto a la urgencia con que deberíamos aprobarlo, teniendo en cuenta el momento del año en que 
estamos. Quizás deberíamos agradecer a quienes no pertenecen al Partido de Gobierno su disposición 
para trabajar en este tema ya que, sin dudas, no se ha perdido el tiempo en absoluto. En coincidencia 
con lo que ha manifestado el señor Senador Penadés, me parece muy mal que aprobemos este 
proyecto a las carreras, porque es demasiado importante y, siendo así, lo fundamental es que se 
trabaje bien; en lo personal, siempre he desconfiado de la velocidad, porque a mi criterio solo sirve 
para correr carreras, pero no para trabajar bien. En este tema, sin dudas, vale aquello de que es 
preciso ir despacio si se quiere lograr un buen producto. Mi intención política -todavía no hemos 
discutido este asunto con los compañeros de Bancada- no es la de aprobarlo a ultranza, aunque sí me 
parece bien analizarlo desde el punto de vista cualitativo. 


Personalmente, estoy en condiciones de pasar al análisis del articulado para tratar de 
mejorarlo, claro está, porque parto de la base política de que el proyecto de ley es conveniente y 


positivo. No obstante, me parece que no sería bueno si no lo hiciéramos en consenso, pues tiene que 
ser un producto de la Comisión y no de algunos de sus miembros. 


En síntesis, este es mi punto de vista sobre el tema. 


SEÑOR CID.- Prácticamente coincido con la posición de mi compañero Agazzi -y esto lo señalé en la 
primera sesión en la que se introdujo el tema en la Comisión- sobre todo porque se trata de un 
proyecto de ley compartido pero inoportuno, por la fecha en la que ingresa al Parlamento. Si esta 
iniciativa hubiera ingresado a mitad de año, habríamos tenido un tiempo de intercambio y de análisis. 
Creo que hay temas que todavía siguen siendo “vacíos” y no me parece bien que este proyecto de ley 
genere únicamente oportunidades -¡bienvenidas sean!- ya que, además, debe asegurar cierta calidad. 
A modo de ejemplo -y mencionando algo grotesco- no me imagino a la iglesia “Pare de Sufrir” llenando 
un espacio que, a su vez, cumpla el 50% de lo que estamos exigiendo. Entonces, como aquí hubo 
interlocutores -delegaciones- que expresaron que existía experiencia sobre cómo asegurar la calidad 
del producto, creo que deberíamos darnos un espacio para tener esos insumos que nos permitan 
mejorar la iniciativa. 


Además, quiero señalar que este proyecto de ley es totalmente compartido y que rechazo en 
forma absoluta las declaraciones de ANDEBU comparando esta decisión parlamentaria con lo que 
hicieron las dictaduras uruguaya y argentina, ya que considero que aquí se está dando un proceso 
democrático. Se estará de acuerdo o no con el proyecto, pero aquí participan todos los interlocutores. 
Reitero que esa comparación es inadmisible y, además, me parece que tenemos que hacer una 
reflexión de fondo sobre el tema. Supongamos que el Senado apruebe esta iniciativa, con cambios que 
desde mi punto de vista son ineludibles en lo que hace a su calidad. ¿Qué cambiaría si en el mes de 
febrero la Cámara de Representantes la aprobara aceptando las modificaciones que nosotros 
proponemos? ¿No sería lo mismo que en marzo, con una nueva Legislatura, el proyecto de ley tuviera 
su proceso normativo, con posibilidades de estudio? No cambia demasiado el hecho de que lo 
aprobemos nosotros o que lo dejemos para que sea estudiado en el primer Período de la próxima 
Legislatura. Esta es mi posición, sobre todo porque creo que hay aspectos que tenemos que estudiar 
más a fondo. No digo esto solo en cuanto a lo que planteaba el señor Senador Penadés sobre los 
temas de inconstitucionalidad -hay que dar una respuesta, más allá de que a priori uno está 
descartando el hecho de que esta iniciativa sea inconstitucional- sino también porque debemos tener 
los argumentos, los elementos y la consistencia como para que un proyecto de ley, que en principio 
estamos compartiendo todos los miembros de la Comisión -tengo esa impresión, aun cuando algunos 
de sus integrantes no se han expresado; creo que no hay ningún rechazo hacia la iniciativa- se 
transforme en un instrumento de consenso que nos fortalezca como Poder Legislativo y que, además, 
permita promover la cultura. Cuando digo esto no me refiero a cualquier cultura, sino a una cultura de 
calidad. Reitero el ejemplo acerca de cómo se puede llenar ese 50% en algunos medios, que además 
se verían beneficiados económicamente. Por esto, no creo que se trate de algo descartable. 


En concreto, si la mayoría de la Comisión quiere impulsar la iniciativa en esta Legislatura, no 
voy a hacer cuestión, pero creo que estaríamos rengos en lo que tiene que ver con algunos aspectos 
legislativos que son importantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente me ubico en la misma línea que el señor Senador Cid y voy a 
hacer las siguientes reflexiones. 


El tema jurídico no es tan sencillo; es un asunto de largo debate en la doctrina constitucional 
del país y, a este respecto, no es la primera vez que se discute cuáles son los límites del Estado. El 
punto es que según la doctrina nacional, estos no son servicios públicos y hoy se parte de ese 
concepto. Es decir que se trata de una actividad de interés público pero, reitero, no de un servicio 
público. En esto creo que el señor Presidente de ANDEBU se equivocó cuando se refirió al ejemplo del 
transporte; si hubiera leído mejor todo lo que ha escrito al respecto Jiménez de Aréchaga, no habría 
incurrido en esa contradicción. 


El debate se centra en cuál es la naturaleza de estos medios. Al respecto, la visión de 
Europa ha sido muy distinta a la de América. Europa partió siempre de una radiodifusión del Estado; al 


término de la Segunda Guerra Mundial era toda del Estado y, luego, el espacio de la privatización se 
fue ampliando lentamente. 


De modo que la doctrina predominante siempre ha sostenido que se trata de una regulación 
internacional de un valor universal. Esto quiere decir que el uso del espacio radiotelefónico -estoy 
utilizando una palabra vulgar porque no sé qué término emplear pero, en realidad, hoy se usa un 
concepto mucho más amplio- se considera un patrimonio universal; no es de nadie ni está parcelado, 
con una proyección aritmética o geométrica, sobre los límites de los Estados. Por eso, me parece que 
es como pretender ser dueño del trueno o del viento. Siempre se ha sostenido que se trataba de eso y 
que había un patrimonio universal cuya administración era acordada de un cierto modo por los 
Estados. De allí provienen esos acuerdos en virtud de los cuales, por ejemplo, la onda CX4 -que fue la 
que más dio lugar a debate- corresponde al Uruguay hasta determinado lugar, a la Argentina hasta 
otro, etcétera. Pero, insisto, se trata de un administrador de un patrimonio universal y no de un titular 
de una soberanía particular. En otras palabras, no es la tierra, el mar territorial o el espacio aéreo, sino 
otro bien u otro tipo de cosa. 


En ese sentido, este es un debate muy importante del cual derivan los límites o las 
posibilidades que tiene el Estado de intervenir, es decir, hasta dónde llega o no su competencia. De 
ahí, entonces, es que se sustenta esta tesis en virtud de la cual el Estado -como los organismos 
docentes que, por ejemplo, según la Constitución tienen un control de moralidad y salubridad pública o 
de otros principios- tiene una actuación normalmente limitada. Lógicamente, a todos nos resulta 
molesto que se hable de dictaduras cuando estamos en un proceso de debate democrático pero, en 
general, han sido estas las que sustentaron el otro criterio, es decir, el del derecho del Estado a 
intervenir -en esta área, la primera fue la de Perón- entre otras cosas, con el propósito de proteger el 
trabajo artístico nacional. Sin embargo, en lugar de protegerlo se lo desprotegió y, a mi juicio, también 
se lo desprestigió. Por esa razón fue que durante muchos años este tipo de medidas quedaron 
desprestigiadas. Esto tiene relación con lo que mencionamos días atrás sobre los famosos tríos, que 
eran obligatorios en las exhibiciones de cine en Argentina y donde la gente tiraba cosas y gritaba. De 
modo que el tema de los principios jurídicos no es sencillo, y no sería baladí ahondar un poco más en 
el asunto. 


Un segundo aspecto -que considero muy importante- es el que tiene que ver con la política 
cultural. En lo personal, soy muy partidario de las políticas de promoción, pero no lo soy de las políticas 
de imposición. Durante años nuestro país ha llevado a cabo experiencias de promoción -reconozco que 
no han sido muchas, pero algo se ha venido haciendo- y debo decir que han sido bastante positivas; 
una de esas experiencias tiene que ver con la financiación de proyectos. A este respecto se dice que 
es muy difícil calificar su calidad, lo cual es cierto. Sin embargo, hoy en día hay jurados que determinan 
qué proyectos se aceptan y cuáles se desechan. Así se procede, por ejemplo, para otorgar los Fondos 
concursales, pues algunas iniciativas se aceptan y otras no. No hace mucho tiempo se produjo un gran 
debate sobre estos Fondos, por lo que queda claro que estos debates siempre han existido y seguirán 
existiendo. Queda claro también que no es tan sencillo para un jurado manejarse con arbitrariedad y 
decir, por ejemplo, que un pianista de barrio es mejor que un profesional. Lo mismo sucede con las 
obras de teatro o de cine, respecto a las cuales, es cierto, existen márgenes, y por esa razón todos 
sabemos que los premios no aseguran la calidad; no obstante, mejoran los productos porque obligan a 
sus autores a esforzarse y a trabajar en ese sentido, y aun aquellos que sienten que el jurado puede 
ser un tanto adverso, igual pelean. He tenido experiencias de este tipo sobre todo en las artes plásticas 
-no tanto en otras áreas- y he seguido los debates durante muchos años. Por eso, puedo decir que es 
un área discutible pero no inabordable. 


Quiero destacar que me interesó más el punto de vista de los productores que el de los 
actores quienes, obviamente, tienen un fuerte deseo de trabajar. Todos sabemos bien que los buenos 
músicos o actores de teatro en general tienen trabajo. Esto pasa en todos los órdenes de la vida; es 
más, hemos tenido debates hasta por la designación de los directores técnicos de fútbol. 


(Dialogados) 


-Recuerdo que los productores mencionaban algo que es muy cierto, en el sentido de que 
hacer un programa de una hora con una persona diciendo chistes era algo posible, pero no creían que 


eso conviniera a los canales porque, en definitiva, media hora de televisión tiene su costo y este varía 
según la hora del día. Los propios productores de los teleteatros, a quienes les estuve haciendo 
algunas preguntas, expresaron que están conformes porque consideran que han tenido una audiencia 
razonable y que la experiencia ha sido buena, y reconocen a los canales haber demostrado cierta 
inquietud. No obstante, todos reclaman un mejor horario de emisión porque creen que si se les hubiera 
dado un espacio luego del informativo y no cerca de las 11 de la noche, el resultado habría sido mejor. 
Es posible que tengan razón, pero de todos modos creo que el esfuerzo ha sido bueno. 


Llegamos así al otro argumento, o sea, “el poquito que falta”, que se aplica en dos sentidos: 
si falta poquito, es bueno dar un empujoncito más y, a la inversa, si es poco lo que falta, entonces, 
¿qué sentido tiene ingresar en un debate filosófico, jurídico o político de este tipo? 


SEÑOR AGAZZI.- ¿Qué quiere decir “poco”? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Además, sería necesario definirlo. 


Sería muy malo que no dijéramos nada. Creo que el compromiso y la voluntad apuntan al 
hecho de que en esta materia hay mucho para hacer. Las productoras de cine han mejorado con poca 
financiación, así como los audiovisuales de publicidad -que libran una batalla en el mercado- y 
producen US$ 30:000.000. Sin dudas, una actividad de exportación de esta naturaleza no es poca 
cosa. 


Su preocupación es lograr una calidad mínima y después está el tema del precio. Si solo se 
tiene en cuenta el precio, es imposible vender; no se puede exportar un aviso de Coca Cola, de Toyota 
o de Volkswagen si no se alcanza una mínima calidad. De lo contrario, sería imposible exportar a los 
países para los cuales se produce, como el sur de los Estados Unidos, Puerto Rico, México o 
República Dominicana. Por ejemplo, el aviso tan mentado de Toyota se filmó en una piscina de 
Maldonado y fue muy complejo. La idea era mostrar que el automóvil resistía cualquier cosa, incluso 
abajo del agua. Entonces, se hundió un auto, los actores trabajaron debajo del agua y se filmó el aviso 
durante algunos segundos. El comercial se hizo por el precio, pero una vez que la empresa había 
logrado calificar por su calidad. En caso contrario, Toyota habría rechazado la propuesta y le habría 
dicho que volviera cuando tuviera la calidad mínima. 


Creo que la producción del audiovisual en nuestro país costó aproximadamente US$ 
1:000.000, mientras que en Estados Unidos el precio oscilaba entre US$ 5:000.000 y US$ 6:000.000; 
la cifra es de ese orden, pero no la tomen como exacta. 


En materia de publicidad se ha librado una batalla y se ha mejorado sustancialmente. 
Incluso, muchos también están en condiciones de filmar cine, como pasó con el capítulo de “Vicio en 
Miami”, que fue realizado por una de las productoras de publicidad. Esto indica que la gente que se 
dedica a esta actividad ha mejorado extraordinariamente. 


Este es el camino; tenemos que buscar los mecanismos para que la producción nacional 
pueda avanzar. Me aterra lo opuesto, o sea que una vez que está establecida la imposición, la gente 
diga que ahí están los “cuoteros”, los del porcentaje. En nuestro país siempre ha habido actores, por lo 
menos, de teatro, mientras que los de cine van surgiendo. Por supuesto que por un problema de 
horario no he visto las telenovelas pero, según me informan, no han sido malas. Sé que una de ellas 
está bien hecha y no tiene menos condiciones que las que se importan. 


En realidad, el tema me apasiona, pero no estoy seguro de si el camino es el de la fijación de 
un término o de la fijación de un estímulo. 


A veces votamos una exoneración de impuestos -lo que podría dar lugar a una discusión 
bastante filosófica- tal como lo hicimos hace unos días por la simpatía hacia la causa de la Teletón, que 
nos motivó. Aunque luego se habló del gran récord, en realidad no lo hubo; lo que hubo fueron más 
empresas que invirtieron descontando impuestos. Quiere decir que la contribución privada no fue 
mayor; en una palabra, estamos hablando de plata del Estado. 


SEÑOR AGAZZ!.- Es plata de la sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, es plata de la sociedad que administra el Estado, porque se trata de 
exoneraciones, o sea, dinero que el Estado deja de cobrar. 


SEÑOR CID.- Como el señor Presidente recordará, en mi exposición respecto a ese tema fundamenté 
mi voto a favor de la exoneración de impuestos, diciendo que el 60% de los niños que se atienden en la 
Teletón son usuarios del sistema estatal, básicamente del Ministerio de Salud Pública y también del 
Banco de Previsión Social y que, sin embargo, el Estado no les da nada, salvo esto que hicimos ahora. 


Por lo tanto, considero que debemos tener el equilibrio suficiente para valorar, además, una 
gestión que es única en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy tan de acuerdo con eso que también lo voté considerando esos 
argumentos, que reflejan la verdad. Pero no es oro todo lo que reluce, porque a las empresas les entró 
como un “sarampión” de generosidad, y eso me dio un poco de rabia, porque parecía que había 
surgido una responsabilidad social repentina; a eso me refería y no a lo otro, que es una obra 
formidable con la que estamos totalmente de acuerdo y que merece todas las consideraciones del 
mundo. 


En concreto, pienso que hay que administrar los elementos, y en esa misma dirección 
apuntaba ahora. Esto daría para pensar; es una idea en bruto. De pronto, se puede exonerar a un 
canal de ciertas obligaciones en la medida en que produzca determinadas cosas. Esto requeriría un 
afinamiento mucho mayor de lo que estoy manifestando aquí, que es apenas una pequeña idea. Creo 
mucho más en ese tipo de estímulo que en la cuota. Estoy hablando de tentarlos, de incentivarlos en 
ese sentido, porque ahí también estarían gastando más y, de algún modo, contribuirían a financiar algo 
que al Estado le gustaría financiar. 


No quiero extenderme demasiado, pero deseo recalcar mi conclusión. En primer lugar, este es 
un tema muy importante; en segundo término, hay espacio para legislar sobre él y, en tercer lugar, 
considero que esto es una base, pero nada más que eso. 


En lo personal, me parece que en las condiciones actuales no deberíamos estar votando este 
proyecto de ley, pero sí señalando -sobre todo, como compromiso para los que quedan aquí- que 
debería retomarse todo este debate, reencauzarse enseguida; hay que profundizarlo más. Pueden 
existir otros mecanismos de promoción que cubran ese poco que falta, pero con aspectos que alienten 
y gratifiquen a todos. Ayer entregaron los “Florencio” a una obra de Cocteau y de Shakespeare. Se 
trata de producciones nacionales de obras universales que no es fácil hacer. Digo esto porque hacer 
Shakespeare con todos los precedentes que tenemos es muy difícil. Cada vez que se ha abordado a 
Shakespeare ha sido con la máxima calidad, desde que éramos adolescentes y veíamos sus 
representaciones, hasta el Shakespeare enamorado, que era una maravilla. Como dije, hacer 
Shakespeare es dificilísimo. Además, a Hamlet los humoristas lo han gastado tanto que no es fácil 
hacerlo para que realmente el To be or not to be suene serio; sin embargo, se hace y bien. 


En definitiva, no se trata de falta de interés sino todo lo contrario. De todos modos, tengo la 
preocupación de que después las cosas puedan salir torcidas, de que venga la ola contraria y 
terminemos peor de lo que estábamos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entonces, no sé si vale la pena comenzar el análisis del articulado, ya que ha 
quedado más que fundamentada la postergación del proyecto de ley. 


SEÑOR PENADÉS.- Propongo que a partir de la versión taquigráfica de lo que aquí se ha manifestado, 
el señor Presidente elabore un expediente a efectos de remitirlo a la próxima Legislatura, ya no como 
un somero trámite de archivo, sino con la aclaración del máximo interés que tenemos los Legisladores 
en que este tema sea tratado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos hacer esa especie de dossier y enviarlo a todos los interesados, de 
modo que quede claro que aquí no estamos haciendo un entierro de lujo de la iniciativa, sino que 
realmente queremos hacer algo. En verdad, se puede hacer algo bien, teniendo en cuenta que se trata 
de una industria importante que requiere cuantiosas inversiones. Felizmente, los equipos también se 
alquilan; normalmente, las producciones importantes los traen en admisión temporaria y luego se 
vuelven a sacar del país, ya que no se justifica adquirirlos para una producción puntual. Todas las 
películas internacionales que se han hecho emplearon ese mecanismo de traer los equipos en 
admisión temporaria porque, reitero, no se justificaría hacer inversiones cuantiosas en cámaras de alta 
sensibilidad y en otras maquinarias como las que se usan en los medios científicos, porque cuestan 
fortunas. 


En consecuencia, creo que podríamos hacer ese dossier y enviarlo a todos los interesados 
con una nota -puedo elaborar un borrador y hacerlo llegar a los señores Senadores- en la que 
señalaríamos, primero, que la Comisión ha estudiado el tema y que todos estamos contestes en el 
propósito del proyecto de ley; segundo, que todos estamos contestes en la necesidad de legislar sobre 
medidas de promoción; y, tercero, que la premura nos ha impedido profundizar lo suficiente en su 
estudio, aunque ello no ha obstado para que el análisis efectuado nos haya permitido llegar a las dos 
conclusiones antes señaladas. Por tanto, enviaríamos todos esos antecedentes con la idea de que en 
la próxima Legislatura la iniciativa se considere, y con la confianza de que así sucederá. De esta 
manera, los interesados sentirán que hay un compromiso de los Legisladores de ayudar en ese 
sentido. 


SEÑOR PENADÉS.- Pediría que, además, en la nota se solicitara a ANDEBU que nos haga llegar las 
medidas que entiende deben adoptarse a efectos de estimular la producción nacional en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo mismo habría que solicitar a todos los interesados porque, por ejemplo, los 
productores de cine -que están muy inmersos en el tema hicieron una exposición muy interesante. Tal 
como lo han señalado, algunos de ellos ya son exportadores y, por tanto, tienen más ideas al respecto. 


SEÑOR PENADÉS..- Me parece muy acertado ese planteo. 


SEÑOR LONG.- En la propia exposición de motivos se establece que, de acuerdo con el derecho 
comparado, hay dos aspectos específicos a tener en cuenta para la promoción de la cultura nacional, y 
se dice: “a) estableciendo porcentajes de contenidos mínimos de programación de producción nacional 
o regional o b) incentivando la actividad nacional a través de exenciones o deducciones fiscales”. 
Luego, el proyecto de ley se detiene, básicamente, en la primera parte, pero podemos pensar en el 
desarrollo del segundo aspecto, ya que la exposición de motivos da pie para pensar en este otro tipo 
de medidas de promoción que son coadyuvantes: unas, que estimulan más la oferta, y otras, que 
impulsan la demanda. Si se avanzara en ese terreno, tal vez se obtendría un resultado más completo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me abocaría, entonces, a la redacción de la nota que, como dije, haré llegar a 
los señores Senadores a través de la Secretaría. 


Además, quedamos a la espera de que los representantes de ANDEBU nos envíen el informe 
correspondiente sobre las medidas que, a su juicio, deben adoptarse a efectos de estimular la 
producción cultural y artística nacional. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si el espíritu que anima este proyecto de ley que hemos estado considerando 
es el que se acaba de señalar, supongo también que se aplicará a todas las otras iniciativas que 
ingresaron para su análisis por esta Comisión. Acaba de ingresar el proyecto de ley por el cual se 
reglamenta la profesión de Educador Social; en función de lo dicho anteriormente, me imagino que su 
estudio quedará para la próxima Legislatura. 


SEÑOR LONG.- Advierto que el mencionado proyecto de ley es mucho más sencillo que el que 
tenemos en consideración, porque solo consta de once artículos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Sí, tiene pocos artículos y trata sobre un tema que ya se había planteado en 
años anteriores con los trabajadores sociales. En este proyecto de ley se propone solamente para los 
educadores sociales que se forman en el instituto del INAU y que luego pasarían a estar en el Instituto 
Universitario. Realmente se necesita que sean licenciados para toda la tarea social que desarrollan. 


Como decía el señor Senador Long, es un proyecto de ley muy sencillo: contiene la definición 
del ejercicio de la profesión de Educador Social y cómo se ejerce. 


SEÑOR PENADÉS.- Propongo que se ponga a consideración y se vote el proyecto de ley por el que se 
reglamenta la profesión de Educador Social. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración, pues, el proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se 
reglamenta la profesión de Educador Social. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley. 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 57 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


